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PROCURADURIA PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS
"Por  la  Igualdad, Dignidad Humana y Solidaridad"

CONTRIBUCIÓN DE LA PROCURADURÍA PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS (PDDH) DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA EN ATENCIÓN A                                                                                                    “PARTICIPACIÓN EN CONDICIONES DE IGUALDAD EN LA VIDA PÚBLICA Y POLÍTICA”
I. Participación en elecciones periódicas y auténticas, realizadas por sufragio universal.
Esta Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de la República de Nicaragua valora positivamente las acciones efectuadas por el Estado de Nicaragua destinadas a garantizar que sus ciudadanos tengan las condiciones legales y materiales necesarias para ejercer sus derechos políticos.

La Constitución Política de la República de Nicaragua detalla como parte de los Derechos Políticos de sus ciudadanos
, elegir y ser elegidos en elecciones periódicas y optar a cargos públicos
, a su vez a participar en igualdad de condiciones en los asuntos públicos y en la gestión estatal
. 
El medio para conseguir lo anterior, es reconocido en la misma carta magna al afirmar la libertad que poseen sus ciudadanos de organizarse o afiliarse en partidos políticos, con el fin de participar, ejercer y optar al poder
, reafirmando la naturaleza democrática de esta República, misma que se ejerce de forma directa, participativa y representativa.
  
Es un deber del Estado de Nicaragua, proteger y reconocer los derechos inherentes a la persona humana, del irrestricto respeto, promoción y protección de los Derechos Humanos, y de la plena vigencia de los derechos consignados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos
. 
En ese sentido, debe existir igualdad incondicional en el goce de los Derechos Políticos; en el ejercicio de los mismos y en el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades, para ello debe existir igualdad absoluta entre el hombre y la mujer, siendo responsabilidad del Estado, eliminar los obstáculos que impidan de hecho la igualdad entre los nicaragüenses y su participación efectiva en la vida política, económica y social del país
.
De forma particular, la Ley No. 331, Ley Electoral es la norma destinada a regular todo lo referente a los procesos electorales; las consultas populares que en forma de plebiscito o referendo se convoquen; el ejercicio del derecho ciudadano de organizar partidos políticos o afiliarse a ellos con la finalidad de participar, optar y ejercer el poder. En seguimiento a las disposiciones constitucionales, esta Ley reconoce como Derecho de los ciudadanos nicaragüenses, el sufragio universal, igual, directo, libre y secreto
.
En ese mismo sentido, la Ley No. 648, Ley de Igualdad de Derechos y Oportunidades, reafirma el deber del Estado en garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus derechos políticos, incluidos, entre otros, el derecho al voto, la elegibilidad, el acceso a las instancias, niveles de poder y toma de decisiones, así como la libertad para organizarse, de participar y demás garantías civiles y políticas
.
Esta Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de la República de Nicaragua considera acertado que el Estado de Nicaragua cuente con un Poder del Estado destinado exclusivamente a la organización, dirección y vigilancia de las elecciones, plebiscitos y referendos: El Poder Electoral. El Poder antes referido está integrado por el Consejo Supremo Electoral y demás organismos electorales subordinados. El Consejo Supremo Electoral es un órgano colegiado y pluralista, integrado por propuestas efectuadas por el Presidente de la República, así como Diputados de la Asamblea Nacional en consulta con las Asociaciones Civiles pertinentes.

Este órgano ha sido el encargado de organizar y ejecutar los siguientes procesos electorales, garantizando que los mismos cuenten con los requisitos necesarios:

1984 – Elecciones Generales.

1990 – Elecciones Generales, Municipales.

1994 – Elecciones Regionales.

1996 – Elecciones Generales, Municipales.

1998 – Elecciones Regionales.

2000 – Elecciones Municipales.

2001 – Elecciones Generales.

2002 – Elecciones Regionales.

2004 – Elecciones Municipales.

2006 – Elecciones Generales.

2006 – Elecciones Regionales.

2008 – Elecciones Municipales.
2010 – Elecciones Regionales.
2011 – Elecciones Generales.

2012 – Elecciones Municipales.

Finalmente, es preciso expresar que desde el año 2006, esta Institución Nacional de Derechos Humanos de la República de Nicaragua ha fiscalizado los procesos electorales Generales, Municipales y de las Regiones Autónomas del Caribe, empleando a los Procuradores Electorales, certificando que los mismos han sido legales y legítimos, sin embargo es la población la que ha legitimado cada uno de los procesos electorales al reconocer las autoridades electas y ver en las políticas y programas que implementan, el progreso de la Nación.
II. Participación en la dirección de asuntos públicos y en la formulación y ejecución de políticas gubernamentales.
Esta Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de la República de Nicaragua considera acertado que el Estado de Nicaragua brinde las condiciones para que sus ciudadanos participen en la dirección de sus asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos.

Los ciudadanos tienen el derecho constitucional de participar en igualdad de condiciones en los asuntos públicos y en la gestión estatal. En la formulación, ejecución, evaluación, control y seguimiento de las políticas públicas y sociales, así como de los servicios públicos, para ello se garantizará la participación de la persona, la familia y la comunidad.
En el año 2007, al ser electo el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN), fue aprobado el Decreto Presidencial 112 – 2007 que crea los Consejos del Poder Ciudadano, con el fin de que el pueblo nicaragüense en el ejercicio de la democracia participativa y directa de los diferentes sectores sociales del país, se organice y participe en el desarrollo integral de la nación de manera activa y directa y apoyen los planes y las políticas del Presidente de la República encaminadas a desarrollar estos objetivos. El servicio en estos Consejos y Gabinetes es enteramente voluntario y sin goce de sueldo.
Es de mucha importancia comprender que los Consejos de la Familia, Salud y Vida, están presentes en cada comunidad para promover los temas de Derechos Humanos como Salud y Educación, entre otros. A partir del año 2014, estas estructuras organizativas se denominan Consejos de Desarrollo Humano. Las instituciones y funcionarios del Estado promueven la Participación Ciudadana en la formulación de políticas públicas a nivel nacional y a nivel municipal en la construcción presupuestaria de las obras de inversión social.  Ejemplo de ello han sido las capacitaciones ejercidas conjuntamente por la Oficina de Ética Pública con la comunidad organizada, referidas al Control Social en la ejecución  de las Obras  Municipales.
III. Acceso, en condiciones generales de igualdad, a los servicios públicos de su país.
Desde el año 2007, el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN) ejecuta el Plan Nacional de Desarrollo Humano (PNDH), mismo que contempla una estrategia de Desarrollo donde resalta el modelo de poder ciudadano y principio de Desarrollo Humano, participación y consulta ciudadana, visualizando una sistema nacional de bienestar y equidad social con estrategias y políticas claras en lo que hace a la alimentación, salud, educación, vivienda social, agua potable y seguridad social, fortaleciendo de esta manera los derechos humanos con políticas públicas consensuadas con la población, en aras de fortalecer e institucionalizar  mecanismos jurídicos y administrativos que garanticen la defensa y promoción de los derechos humanos. A partir de los esfuerzos que se están efectuando en esta segunda etapa de la Revolución, se está materializando una cultura de respeto y defensa de los Derechos Humanos. 
El modelo de poder ciudadano considera que el ser humano es el centro y el sujeto fundamental del desarrollo, en consecuencia se están implementando políticas dirigidas a la producción de bienes y servicios públicos y privados para el pueblo, creación de un mercado justo, libre de explotación, especulación y prácticas ilegales; desarrollo de la complementariedad económica en la región, desarrollo de redes de cooperativas, pequeños medianos productores y gran nacionales, fortalecimiento del estado y la estabilización justa de los mercados, estado proactivo, protección del medio ambiente, expansión y generación de energía alternativa, solidaridad, soberanía y seguridad alimentaria y estabilidad macroeconómica y clima de inversiones, entre otros.
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